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1.- VISTOS 

Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto por la apoderada del recluso BERNARDO GARCÍA MEJÍA, contra el auto interlocutorio proferido el seis (06) de febrero del presente año por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó al interno la sustitución de la ejecución de la pena.

2.- PROVIDENCIA 

Correspondió al juzgado de primer grado pronunciarse sobre la petición formulada por la profesional del derecho que asistía los intereses del sentenciado, tendiente a que con fundamento en lo dispuesto en el artículo 63 del Código Penal, se le suspendiera la ejecución de la pena por cuanto contaba con sesenta y seis (66) años de edad y su condición de salud física y mental se había deteriorado, para lo cual pidió que su prohijado fuera valorado por el médico legista.

Frente a esa solicitud, el señor juez que vigila el cumplimiento de la pena de cuatro (04) años de prisión que le fuera impuesta al señor GARCÍA MEJÍA como responsable de la comisión de las conductas punibles de Falsedad en documento público, obtención de documento público falso y estafa, se ocupó inicialmente de estudiar la procedencia de que tal asunto se definiera en esa sede, dado que la norma pertinente hacía alusión a que este aspecto debía ser definido en el fallo y, por consiguiente, no era posible que el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad se pronunciara sobre el punto, excepción hecha de lo decantado por la jurisprudencia, que señalaba tal facultad en esos despachos cuando la pena por virtud de la prescripción de alguna de las conductas quedaba por debajo de los treinta y seis (36) meses, siempre y cuando no se hubiere conceptuado de parte del juez fallador sobre el requisito subjetivo exigido por la norma.
En ese orden de ideas, constató que no se había presentado variación alguna en la pena que continuaba siendo superior al rango mencionado, razón que tuvo en cuenta el juez de la causa para negar el beneficio; por tanto, no se configuraba la excepción a la que se refería la jurisprudencia citada y, por consiguiente, se pronunció de manera desfavorable frente a la petición hecha.
En lo que hacía con la petición para que el interno fuera valorado en Medicina Legal, consideró que era innecesaria esa valoración por cuanto el propósito sería establecer una grave enfermedad incompatible con la vida en reclusión formal para acceder bien fuera a la reclusión domiciliaria o la sustitución contemplada en el dispositivo 314 de la Ley 906 de 2004. En el caso analizado, el señor GARCÍA MEJÍA gozaba de la prisión domiciliaria.
Tampoco era la edad factor que permitiera proceder en la forma pedida por la defensora, por cuanto la misma podía servir solamente para la sustitución contemplada en el numeral 2º del antes citado artículo, que tenía como única finalidad sustituir la prisión en el establecimiento carcelario por la del lugar de residencia.

En síntesis, coligió que los institutos mencionados poseían su propio ámbito y contenido, en tanto eran fenómenos jurídicos diversos que no tenían relación con lo solicitado por la defensa, por lo que procedió a negar el beneficio deprecado.

3.- RECURSO

La profesional que representa al sentenciado, acepta que al momento de proferirse el fallo condenatorio se hizo el análisis sobre la concesión de la suspensión condicional de la ejecución de la pena y se resolvió de manera desfavorable a sus intereses. Sin embargo, insiste en que la situación de su representado se ha vuelto más gravosa al verse su capacidad física y mental menoscaba en su totalidad por sus condiciones precarias y la enfermedad que lo aqueja, aunado al hecho de no contar con ayuda económica de parte de sus familiares.
Alude a que todos necesitamos del mínimo vital para poder llevar una vida digna como ser humano, por tal razón, dado que se trata de una persona de la tercera edad, el Gobierno debe brindarle todas las oportunidades para poder terminar sus últimos años en una forma decente, a pesar de los errores que pudo haber cometido y precisamente por su calidad de personas de especial protección tal como lo establecen la propia Constitución y las normas internacionales.
Señala que en ocasiones, para aplicar una pena concreta debe también analizarse a la persona como tal, máxime en este caso en que la falta cometida no fue tan grave y si embargo la pena impuesta puede llevarle a la muerte.

Por último, se refiere a la condición médica de su cliente, de quien el facultativo que lo atiente ha señalado que la enfermedad de cáncer que padece se hace cada vez más gravosa y el encierro y tanta preocupación lo van a afectar más debido a que la evolución de los tumores cancerígenos va a ser más rápida.

Solicita se revoque la decisión adoptada y en su defecto se conceda la suspensión condicional de la ejecución de la pena, por cuanto la vida debe prevalecer sobre cualquier cosa. 

4.- SE CONSIDERA

Se tiene competencia para desatar el recurso de apelación interpuesto contra la decisión del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Pereira, dada la calidad de superior funcional que sobre el citado juzgado ostenta el Tribunal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 de la Ley 600 de 2000, codificación aplicable al presente asunto.

En aras de desatar el recurso propuesto, debe la Sala recordarle respetuosamente a la profesional impugnante, que la facultad sancionadora y dentro de ella, la de ejecución de las penas que se impongan a quienes sean vencidos en juicio, está precisamente regulada en las normas pertinentes tanto del Código Penal como del Código de Procedimiento Penal y aún, otras disposiciones que se deben en determinados casos integrar a los citados estatutos para proveer las soluciones que se requieran frente a un evento determinado.

Los funcionarios judiciales, como servidores públicos, solamente podemos actuar de conformidad con los precisos mandatos legales contenidos en la normatividad a la que se acaba de hacer alusión, porque de lo contrario, reinaría el caos, el desorden y la inseguridad jurídica ante la ausencia de unas reglas claras que permitieran asegurar a todos los intervinientes en el proceso penal una garantía constitucional tan cara como lo es el debido proceso.
Una introducción de esta índole, se torna indispensable dado que la impugnación presentada no se centra en controvertir las conclusiones a las cuales llegó el señor juez de primer grado; tampoco presenta argumento jurídico alguno que sustentado en la respectiva norma permita brindar la solución que ella pretende, por el contrario, la distinguida abogada simplemente ha presentado la personal percepción que tiene del asunto.

Infortunadamente, ese solo argumento no resulta efectivo para desvirtuar una realidad innegable: sea cual fuere la situación de salud y personal del señor GARCÍA MEJÍA, es lo cierto que a pesar de la condena que se le impuso, dentro de la cual se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena, providencia que por demás no fue apelada -momento que sí hubiera resultado propicio para formular la censura que ahora se hace-, está descontando la pena en unas condiciones bien diferentes a las de los demás internos, por cuanto se le ha concedido la esquiva gracia de permanecer en su residencia para ese efecto.
Pero además, como lo sostuvo el señor juez de instancia, dado que el asunto fue dilucidado por el fallador al momento de proferir la sentencia condenatoria, su estudio está vedado para el juez ejecutor de la pena, tal como lo ha sostenido la jurisprudencia especializada en la materia, razón de más para afirmar que no puede ser despachada favorablemente la pretensión de que en este momento se conceda la suspensión condicional de la ejecución de la sanción impuesta.

Así las cosas, no se ve cuál pueda ser una situación más favorable que contribuya a paliar en algo las dolencias que dice la abogada aquejan al sentenciado, cuando está alejado de las difíciles condiciones que implica la detención en un centro carcelario, beneficio máximo al que puede aspirar quien purga la pena que le ha sido efectivamente impuesta.

En conclusión, la decisión adoptada debe ser confirmada. 

5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

        LEONEL ROGELES MORENO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ 
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